CAUSA Nº 11740 CCALP “FITTIPALDI CLAUDIO GABRIEL C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ PRETENSION ANULATORIA - OTROS JUICIOS”

En la ciudad de La Plata, a los dieciseis días del mes de Junio del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, con la presencia de los Señores Jueces Dres. Gustavo Juan De Santis, Claudia Angélica Matilde Milanta y Gustavo Daniel Spacarotel, para entender en la causa "FITTIPALDI CLAUDIO GABRIEL C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ PRETENSION ANULATORIA - OTROS JUICIOS", en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 2 del Departamento Judicial La Plata (Expte. Nº -19989-), previa deliberación, se aprueba la siguiente resolución.

La Plata, 16 de Junio de 2011.

VISTO Y CONSIDERANDO:

El recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía de Estado (fs. 140/145), contra la resolución de la jueza de grado Nº 77 en cuanto desestima la excepción de inadmisibilidad de la pretensión (fs. 133/137) y que para entender sobre el asunto corresponde plantear y votar la siguiente

CUESTIÓN:

¿Es admisible y, en su caso, fundado, el recurso de apelación interpuesto?

VOTACIÓN:

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

I- 1. El recurso de apelación reúne los extremos de tiempo y forma previstos por la ley procesal y, por ello, es admisible (conf. art. 55 inc. 2º “c” y 56 incs. 1º y 2º, CCA, doc. causa Nº 4890 “Arriaga”, res. de fecha 5-5-09; v. escrito de fs. 140/145 y cargo de fs. 145 así como cédula de fs. 138/138 vta.).

Asimismo, se ha dado cumplimiento al trámite previo a su resolución (art. 55, CCA; v. fs. 146, 149/150 y 151).

Procede ingresar al tratamiento de los agravios.

2. Cabe tener presente que el actor plantea pretensión anulatoria contra la Provincia de Buenos Aires, impugnando la Resolución de fecha 18-1-2010 dictada por el Jefe del Servicio Penitenciario, mediante la que se desestimó el reclamo de pago de la bonificación por el título terciario invocando (Técnico en Saneamiento Ambiental), en razón de considerarse que el suplemento se abona, únicamente, por título universitario (v. fs. 15 y sgts., de la demanda y copia de la resolución citada de fs. 9 vta.).

3. Al contestar el informe requerido por el Juzgado, con motivo de la medida cautelar solicitada, la Dirección de Personal y Asuntos Penitenciarios del Ministerio de Justicia expresa que, sobre la cuestión, la Asesoría General de Gobierno, ante casos similares al presente, dictaminó que el decreto 2198/05 no contempla la liquidación por título terciario y que se debía rechazar la petición de características semejantes a la de autos, tal como se desprende de la referencia a la que se hace en el expediente N° 21211-182447/05, el que concluyó con el rechazo de la bonificación por Título Terciario en Función por medio de la Resolución Ministerial 1605 que se adjunta (v. informe de fs. 48/49) y se agrega a fs. 47/47 vta. (conf. presentación de Fiscalía de Estado obrante a fs. 28/28 vta. por la que se acompaña el citado informe).

4. Corrido luego traslado de la demanda, comparece la Fiscalía de Estado oponiendo la excepción de inadmisibilidad de la pretensión por ausencia de agotamiento de la vía administrativa, alegando que se ha omitido provocar el dictado del pronunciamiento por la autoridad con competencia resolutoria final, sea el Poder Ejecutivo (arts. 144, Const. Prov. y 206 inc. “c”, decreto 342/81) o, eventualmente, de existir norma de delegación que lo permita, el Ministro de Seguridad y Justicia (arts. 3 y 5, ley 13.575 –modif. por ley 14.131-, decretos 3392/09 y 602/10). Cita en su apoyo un precedente de la SCBA del año 1991 que estima similar (fs. 78/80 vta.).

5. Una vez oída la actora sobre la articulación (fs. 82/83), la jueza de primera instancia resuelve desestimarla (arts. 14 inc. 1º ap. “b”, 35 inc. 1º ap. “i”, CCA), con costas en el orden causado (art. 51, CCA) –v. res. de fs. 136/137-.

Para así decidir, entiende, en lo sustancial, que el extremo que se dice omitido configura en el caso una carga excesiva o inútil para el interesado, toda vez que la decisión denegatoria del reclamo del actor, dictada por el Jefe del Servicio Penitenciario, se sustenta en igual temperamento adoptado respecto a peticiones del mismo tenor formuladas en otros expedientes (Nº 21.211-150.861/05 y 2198/05), conforme surge de las constancias del expediente administrativo (fs. 16 y 24).

Fundamenta lo expuesto, asimismo, en el principio que informa al art. 166 in fine de la Constitución provincial de 1994, con arreglo a la exégesis jurisprudencial (SCBA in re “Gaineddu”), como así también, congruentemente, en el plexo de garantías supremas.

6. La demandada expone los agravios que siguen (cfr. recurso de fs. 140/145).

-Errónea interpretación de las constancias documentales obrantes en autos, de las que no surge que hayan existido peticiones de igual tenor a la del actor y que hubiesen sido desestimadas. Mucho menos puede concluirse que en los expedientes citados se haya expresado la autoridad jerárquica superior con competencia resolutoria final.

-Omisión del sentenciante de considerar los argumentos introducidos al oponer la excepción en torno a la necesidad de agotamiento de la vía por medio de los recursos de reconsideración y apelación (arts. 48 a 53, decreto ley 9578/80) y de acuerdo a la doctrina de la Corte local (causa Riveros del año 1991).

7. Corrido traslado, se opone al progreso del recurso la contraparte, argumentando que el acto judicial en cuanto rechaza la excepción, se ajusta a derecho (149/150).

II- Así expuestos los antecedentes de la cuestión a decidir en esta instancia, entiendo que el recurso no puede prosperar.

Ello por cuanto, en primer término, se acreditan circunstancias suficientes para tener configurado el supuesto contemplado por la norma procesal, conforme el encuadre del caso que efectúa la jueza de grado (art. 14 inc. 1º ap. “b”, ley 12.008 –texto según ley 13.101-). Y, en segundo lugar, en tanto no acierta el apelante en alegar argumentos eficaces que dejen sin consistencia lo anterior.

Con arreglo a la citada previsión de la ley procesal de la materia, no es necesario agotar la vía administrativa, entre otras hipótesis, cuando en atención a las particulares circunstancias del caso, exigirla resultare para el interesado una carga excesiva o inútil. 

El examen de las constancias de la causa, permite verificar la ineficacia del agotamiento de la vía administrativa jerárquica tras el dictado de la resolución denegatoria. Ello pues no solamente se advierte en ese acto administrativo, impugnado en la causa (Resolución del 18-1-2010 del Jefe del Servicio Penitenciario), la remisión a otro expediente donde se expidiera la Asesoría General de Gobierno en igual sentido (v. fs. 43 vta., considerando segundo y dictamen antecedente obrante a fs. 42 de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la repartición), sino que, además, la demandada, en esta sede judicial, ha hecho referencia y adjuntado una copia de la resolución ministerial que así lo decidiera en otro trámite, aludiendo asimismo a los casos similares al presente con igual criterio de solución (v. fs. 47/49).

En estas condiciones, cae el argumento central de la queja, consistente en la falta de antecedentes que demuestren la intervención de la autoridad con competencia resolutoria final, pues si bien en forma sutil la referencia del apelante se efectúa en relación a lo expresado en la sentencia interlocutoria por la a-quo, no cabe desagregar en la ponderación del acierto del pronunciamiento, las restantes constancias de la causa, máxime las que fueron aportadas por la misma autoridad demandada. De otro modo, se estaría parcializando el material de la causa arribando a conclusiones contrarias a los datos en ella existentes. 

Siendo así, se advierte acreditada en estos autos la salvedad prevista en el ordenamiento legal procesal (art. 14 inc. 1º “b”, cit.), componiéndose una solución que se condice con la télesis de la cláusula constitucional (art. 166 cit.) como bien destaca la magistrada, orientada a la resolución de las controversias en armonía con la tutela judicial (art. 15, de la misma Constitución) en tanto supuesta la efectiva configuración de un caso…el tránsito por vías administrativas…ha de tener cabida como excepción a la directa demandabilidad estatal, en aquellas hipótesis expresamente requeridas por un enunciado normativo de rango legal. Regulación de la cual la carga de acudir ante la administración ha de ser una expresa y razonable consecuencia, a fin de no contrariar el principio de accesibilidad irrestricta a la jurisdicción (art. 15, cit.; SCBA causa “Gaineddu”, res. 23-4-03).

Es por ello que además y puntualmente, no resulta apropiada la cita que invoca la demandada, en torno al tema del agotamiento de la vía administrativa, en tanto refiere un precedente anterior a la reforma constitucional del año 1994, en que regían otras normas y criterios sobre ese aspecto, entre otros, del proceso administrativo local. 

Por fin, cabe señalar que la decisión bajo examen es la que mejor se aviene al acceso a la justicia, en tanto el observado requisito no resultaría susceptible de subsanación según puede colegirse de los hechos del caso, circunstancia que concurre a sostener el sentido resolutorio, aún bajo el postulado in dubio pro actione de raíz constitucional (art. 15, cit.).

Cabe entonces concluir que las críticas de la apelante, no logran desvirtuar el acierto del acto judicial pues en éste no se desconoce el presupuesto de admisibilidad que motiva el reparo de la demandada, sino que se subsume el caso, conforme a sus particularidades, en una salvedad normativa y expresa que, por lo demás, resulta ajustada a las pautas superiores ya analizadas.

Corresponde en consecuencia rechazar la impugnación y confirmar la resolución atacada, en todo cuanto ha sido motivo de crítica (arts. 55, 56 y concs., CCA). 

Con costas de la instancia en el orden causado (art. 51, CCA).

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el Dr. Spacarotel adhiere a los fundamentos y solución propuesta por la Dra. Milanta, votando en idéntico sentido.

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

La presencia indubitada en autos de la Resolución Nº 1605/09, dictada por la autoridad con competencia decisoria final (fojas 47), que informara la misma parte demandada a fojas 48, y que resolviera una petición de idénticos alcances a la que motiva el caso, me convence de las razones que ofrece el primer voto para confirmar la decisión apelada.

En ese contexto, me expido en igual sentido.

Así lo voto.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata

RESUELVE:

Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía de Estado y confirmar la resolución atacada en todo cuanto ha sido motivo de agravio (arts. 55, 56 y concs., CCA). 

Costas de la instancia en el orden causado (art. 51, CCA).

Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por Secretaría.

Firmado: Gustavo Juan De Santis. Juez. Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  455 (I).

